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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
SEGURIDAD SOCIAL / FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL / PENSIONES / PENSIÓN DE VEJEZ

FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL  – Marco normativo y pérdida de sus beneficios.
… Los cánones 25 y 26 de la Ley 100 de 1993 crearon el fondo de solidaridad pensional, como una cuenta especial de la Nación con el propósito de subsidiar los aportes al régimen de pensiones de una clase especial de trabajadores del sector rural y urbano, que carecen de los aportes suficientes para efectuar la totalidad del aporte pensional. Grupo poblacional dentro del que se encuentran los artistas, deportistas, músicos, compositores, toreros, la mujer microempresaria, madres comunitarias, discapacitados físicos, psíquicos y sensoriales y los miembros de cooperativas de trabajo asociado… Subsidio que se concede de manera parcial para reemplazar los aportes del empleador y del trabajador, si este último es independiente y hasta por un salario mínimo como IBC. Para ser beneficiario de este subsidio resulta indispensable que el trabajador acredite su condición de afiliado al régimen de seguridad social en salud y pague allí la porción del aporte que le corresponda. 
… Por último, el artículo 29 de la Ley 100 de 1993 restringe la continuidad del subsidio a aquellos afiliados que exceden los 65 años de edad y no alcancen a cumplir los requisitos mínimos para pensionarse por vejez, evento en el cual la administradora en la que se encuentra afiliado deberá devolver el monto de los aportes subsidiados con los correspondientes rendimientos financieros.
PÉRDIDA DE LOS BENEFICIOS DEL FONDO DE SOLIDARIDAD PENSIONAL – Postura de la Corte Suprema de Justicia.

… La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en decisión SL1556-2022 explicó que de ninguna manera puede descartarse automáticamente los tiempos que aparecen en la historia laboral bajo la observación “valor del subsidio devuelto al Estado por Decreto 3771” y “no afiliado al régimen subsidiado”, sino que resulta imperativo tener la certeza de la razón por la cual se devolvió el subsidio del estado y por qué el afiliado perdió dicha condición; por lo tanto, debe enterarse al afiliado de dicha determinación para que este “(…) ejerza su derecho de contradicción y defensa, que en esta ocasión fue menoscabado por la enjuiciada, en la medida en que no adelantó alguna diligencia para notificar al demandante de la supuesta irregularidad en el pago de sus aportes; es decir, le aplicó una sanción sin enterarlo sobre las razones que la inspiraron”.… Igual razonamiento se vertió para cuando la historia laboral reporte la observación “registra pagos con edad superior a 65 años”, pues en la sentencia SL2358-2022 en el que se analizó un caso de contornos fácticos similares a los de ahora, en el que se dejaron de contabilizar de forma automática las semanas cotizadas después de alcanzar los 65 años para un beneficiario del subsidio de aporte en pensión… De ahí que para la Corte, “(…) la privación del subsidio que se analiza, no opera de forma automática ni de pleno derecho, pues resulta imprescindible surtir un debido proceso administrativo, de manera tal, que la entidad encargada del pago, previo a la suspensión del beneficio, notifique al interesado su determinación y le permita ejercer su derecho de contradicción y defensa” (SL2358-2022).
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Acta número 028 de 25-02-2025 
  
Vencido el término para alegar otorgado a las partes, procede la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira a proferir sentencia con el propósito de resolver el recurso de apelación y surtir el grado jurisdiccional de consulta de la sentencia proferida el 18 de julio de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Francisco Luis Durango Mejía contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones. 
 
ANTECEDENTES: 
 
 1. Síntesis de la demanda y su contestación 
Francisco Luis Durango Mejía pretende que se reconozca la pensión de vejez con fundamento en la Ley 797/2003 en cuantía de 1 SMLMV y, en consecuencia, se condene a Colpensiones al pago de la mesada desde el 01/11/2022, junto con el retroactivo pensional y los intereses de mora. 
Como sustento de sus pretensiones adujo que i) nació el 13/01/1957 por lo que para el 2019 alcanzó los 62 años de edad; ii) en su historia laboral se reportaron 1.269,41 semanas que incluyen tanto el servicio militar como los periodos laborados en Cajanal; iii) se vinculó al aporte subsidiado en pensiones el 30/09/2020, en el que cotizó “de manera interrumpida hasta el agosto de 2022, reportando hasta el periodo octubre de la misma anualidad”; iv) en su historia laboral solo se reportaron cotizaciones hasta enero de 2022 y los posteriores cuentan con la observación “registra pagos con edad superior a 65 años”, sin que fuera notificado de la suspensión del subsidio; 
v) Al incluir los periodos echados de menos a través del régimen subsidiado alcanzaría un total de 1.307 semanas; vi) el 20/09/2022 solicitó a Colpensiones el reconocimiento pensional que fue negado el 12/01/2023 en Resolución No. SUB 7436. 
Colpensiones se opuso a las pretensiones para lo cual expuso que el demandante cuenta con 1.269 semanas que incluyen tanto el tiempo prestado en el servicio militar como en Cajanal y que su última cotización corresponde a enero de 2022. Así, señaló que el demandante carece de las 1.300 semanas requeridas para alcanzar el derecho pensional. Como excepciones de fondo formuló, entre otras, la “prescripción”, “no condena de intereses moratorios”, entre otros. 
2. Síntesis de la sentencia 
El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira declaró que el demandante cotizó más de 1.300 semanas y, en consecuencia, que acreditó los requisitos para asir la pensión de vejez a partir del 01/11/2022, que corresponde al día siguiente a la última cotización, en cuantía de 1 SMLMV y un retroactivo pensional que liquidó en $37’180.000 e intereses de mora a partir del mes siguiente a la ejecutoria de la decisión y condenó en costas procesales a Colpensiones en un 50%.
Como fundamento para dichas determinaciones argumentó que de la historia laboral se desprende que cuenta con 1.269,41 semanas y que entre el periodo de febrero a agosto de 2022 no se reportó semana alguna. No obstante, señaló que Colpensiones desconoció arbitrariamente las semanas del lapso reportado en 0, porque a juicio de la administradora pensional se habían realizado con posterioridad a los 65 años edad que excluía su contabilización de forma automática. Argumento desatinado para la juzgadora en la medida que lo correcto era que la administradora diera rienda suelta a las medidas correctivas, como generar la devolución de los aportes y evitar recibir los siguientes, y no esperar a la petición de la pensión de vejez para anunciar que no contabilizaría dichas semanas.
En consecuencia, la juzgadora incluyó las 38,57 semanas echadas de menos y, en consecuencia, el demandante alcanzó los 1.300 y 62 años de edad el 01/01/2019, máxime que la contabilización de días debía hacerse de forma calendario y no por 30 días.
En cuanto a los intereses de mora señaló que la demandada resolvió dentro del tiempo la petición de pensión, si en cuenta se tiene que la misma se presentó el 20/09/2022 y se resolvió el 12/01/2023, entonces antes del vencimiento de los 4 meses, y por ello, negó los mismos.
3. Del recurso de apelación

Ambas partes inconformes con la decisión presentaron recurso de alzada para lo cual el demandante reprochó que sí había lugar al reconocimiento de los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, pues no bastaba con que la entidad resolviera en tiempo la prestación, pues fue de forma negativa, pese a que el demandante sí tenía derecho. Todo ello, porque la esencia de dichos réditos es resarcitoria y no sancionatoria, y la falta de reconocimiento pensional generó perjuicios en el pensionado por no recibir en tiempo su mesada pensional. Así, insistió en que los intereses de mora se reconocen ante el pago incompleto de la mesada pensional, o cuando se liquida erróneamente, entre otros casos. 

Finalmente, reprochó que las costas debían tasarse en un 100% o por lo menos en un 80% porque el 50% no se acompasa con lo obtenido, pues únicamente se negaron los intereses moratorios que es una prestación accesoria y no principal de la demanda. 

A su turno, Colpensiones recriminó que el demandante únicamente cuenta con 1.269 semanas de cotización hasta enero de 2022, sin que pueda contabilizarse los aportes realizados en pensión después de que superó la edad de 65 años, pues corresponde a la medida límite para beneficiarse del subsidio del aporte en pensión. Y al tenor de la SL2358-2022 cuando el afiliado pierde el derecho, la administradora pensional debe devolver los aportes realizado. Finalmente, argumentó que, de conformarse la decisión en cuanto a la pensión, la imposición de las costas procesales atenta contra la sostenibilidad financiera, pues sería una pensión reconocida en sede judicial y no administrativa; de ahí que las costas deben revocarse. 

4. Grado jurisdiccional de consulta  
 
Como la anterior decisión, resultó adversa a Colpensiones, entidad de la que es garante la nación, entonces se ordenó surtir el grado jurisdiccional de consulta, conforme lo dispone en artículo 69 del C.P.L. 
 
5. Alegatos de conclusión
 
Fueron presentados por ambas partes en contienda que coinciden con temas que serán abordados en la presente decisión. 
CONSIDERACIONES 
 
1. Del problema jurídico 
Visto el recuento anterior, la Sala se pregunta,
1.1. ¿Deben contabilizarse las semanas realizadas a través del régimen subsidiado en pensiones pese a que el demandante había alcanzado la edad final para obtener dicho beneficio?
1.2 En caso de respuesta positiva ¿el demandante acreditó los requisitos pensionales de la Ley 100 de 1993, modificada por la Ley 797 de 2003?
1.3 ¿Cuál es la fecha de disfrute y valor de la mesada, alguna prescribió?
1.4¿Hay lugar a condenar a Colpensiones al pago de los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales en un 100%?
2. Solución al problema jurídico  
2.1. Del régimen subsidiado en pensiones y la pérdida de su beneficio
2.1.1. Fundamento jurídico
Los cánones 25 y 26 de la Ley 100 de 1993 crearon el fondo de solidaridad pensional, como una cuenta especial de la Nación con el propósito de subsidiar los aportes al régimen de pensiones de una clase especial de trabajadores del sector rural y urbano, que carecen de los aportes suficientes para efectuar la totalidad del aporte pensional. Grupo poblacional dentro del que se encuentran los artistas, deportistas, músicos, compositores, toreros, la mujer microempresaria, madres comunitarias, discapacitados físicos, psíquicos y sensoriales y los miembros de cooperativas de trabajo asociado. 
Subsidio que se concede de manera parcial para reemplazar los aportes del empleador y del trabajador, si este último es independiente y hasta por un salario mínimo como IBC. Para ser beneficiario de este subsidio resulta indispensable que el trabajador acredite su condición de afiliado al régimen de seguridad social en salud y pague allí la porción del aporte que le corresponda. 
Ahora bien, el artículo 28 ibídem establece que el subsidio a la pensión tiene una naturaleza temporal y parcial; por lo que el Consejo Nacional de Política Social establecerá la extensión de su cobertura, los grupos de trabajadores beneficiarios del subsidio, la cuantía, forma de pago y pérdida del derecho a dicho subsidio. 
Por último, el artículo 29 de la Ley 100 de 1993 restringe la continuidad del subsidio a aquellos afiliados que exceden los 65 años de edad y no alcancen a cumplir los requisitos mínimos para pensionarse por vejez, evento en el cual la administradora en la que se encuentra afiliado deberá devolver el monto de los aportes subsidiados con los correspondientes rendimientos financieros. 
La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en decisión SL1556-2022 explicó que de ninguna manera puede descartarse automáticamente los tiempos que aparecen en la historia laboral bajo la observación “valor del subsidio devuelto al Estado por Decreto 3771” y “no afiliado al régimen subsidiado”, sino que resulta imperativo tener la certeza de la razón por la cual se devolvió el subsidio del estado y por qué el afiliado perdió dicha condición; por lo tanto, debe enterarse al afiliado de dicha determinación para que este “(…) ejerza su derecho de contradicción y defensa, que en esta ocasión fue menoscabado por la enjuiciada, en la medida en que no adelantó alguna diligencia para notificar al demandante de la supuesta irregularidad en el pago de sus aportes; es decir, le aplicó una sanción sin enterarlo sobre las razones que la inspiraron”.
Igual razonamiento se vertió para cuando la historia laboral reporte la observación “registra pagos con edad superior a 65 años”, pues en la sentencia SL2358-2022 en el que se analizó un caso de contornos fácticos similares a los de ahora, en el que se dejaron de contabilizar de forma automática las semanas cotizadas después de alcanzar los 65 años para un beneficiario del subsidio de aporte en pensión. 
Así, la alta corporación explicó que el subsidio anunciado no se pierde forma automática, pues una comprensión normativa sistemática, es decir, más allá de la gramatical, imponía analizar que el beneficio pensional se da en medio i) múltiples procedimientos administrativos y ii) un conjunto de responsabilidades distribuidas. 
De ahí que para la Corte, “(…) la privación del subsidio que se analiza, no opera de forma automática ni de pleno derecho, pues resulta imprescindible surtir un debido proceso administrativo, de manera tal, que la entidad encargada del pago, previo a la suspensión del beneficio, notifique al interesado su determinación y le permita ejercer su derecho de contradicción y defensa” (SL2358-2022).
Puestas de ese modo las cosas, alcanzar la edad de los 65 años no impide que de forma automática se dejen de contabilizar las semanas realizadas a través del subsidio del aporte en pensión: 
“(...) Colpensiones al recibir sin objeción alguna los aportes efectuados, convalida la existencia y eficacia de estos y, segundo, porque al no existir probanza que demuestre que se puso en conocimiento del aportante la supuesta extinción de pérdida del subsidio, como ya se indicó, o que se hizo devolución de esos aportes según lo dispone la ley, existía una confianza atendible del afiliado de estar vinculado al programa de subsidio al aporte para pensión, de donde la omisión del consorcio en el traslado de los subsidios pertinentes, no podía impedir el conteo de esas semanas”.
Criterio que esta Colegiatura ha adoptado, entre otras, en decisión del 07/06/2024. Rad. 2020-00018, Magistrado Ponente Germán Darío Góez Vinasco, en la que se indicó:
“Aquí, cuenta recordar que, conforme a la jurisprudencia antes citada, la privación del aporte no opera de forma automática ni de pleno derecho, sino que es preciso verificar el cumplimiento de la garantía al debido proceso administrativos, es decir, que se constate que la entidad encargada del pago, de manera previa a la suspensión del beneficio, notifique al interesado, de manera oportuna, su determinación y le permita ejercer su derecho de contradicción y defensa [SL13542-2014, reiterada en SL1712-2016], al ser una situación que en este caso no se dio, hace procedente la contabilización de los referidos periodos, pues no se puede desconocer los aportes efectuados para los periodos de junio a diciembre de 2018, que hacía parte del régimen subsidiado, pues el hecho de que se registran con la observación “no afiliado al régimen subsidiado” no los invalida automáticamente, ni impide su conteo con el acumulado general[SL1556-2022]”.
2.1.2. Fundamento fáctico
Auscultada en detalle la historia laboral actualizada al 25/08/2022 se observa que los meses de febrero a octubre de 2022 se reportaron bajo la observación “registra pagos con edad superior a 65 años” (fl. 15, archivo 04, c. 1), que arrojan un total de 39 semanas, si en cuenta se tiene que los meses deben computarse por días calendario tal como lo dispuso la decisión SL138-2024.
En la restante documental aportada no obra trazabilidad alguna de que al demandante se le hubiere informado de la finalización del subsidio ante el cumplimiento del plazo fatal y si este optaba o no por seguir cotizando para alcanzar los requisitos pensionales. Así, no obra comunicación alguna en ese sentido que garantizara el debido proceso administrativo con la finalidad de omitir contabilizar las semanas ya anunciadas.
Así, se advierte que la administradora pensional desatendió las responsabilidades a ella atribuidas, quien  contaba con la información del afiliado y por ello, conocía de antemano cuándo alcanzaría la edad de 65 años, pero pese a ello continuó expidiendo el talonario de recaudo, pues nótese que después de alcanzar la edad precitada (13/01/2022), el demandante cotizó hasta el mes de octubre de 2022, con lo que se permitió las cotizaciones realizadas y que ahora se computarán en su historia laboral por un total de 39 semanas. 
Entonces, el hecho de que aparezca en la historia laboral la observación de “registra pagos con edad superior a 65 años”, los mismos no se invalidan automáticamente ni impedían su conteo en el acumulado general de semanas del demandante y por ello, ahora sí deben tenerse en cuenta. Con lo que fracasa el recurso de apelación de Colpensiones.
Conclusión que se encuentra acorde con las soluciones dadas por la alta corporación a eventos en los que se reclama una prestación pensional que incluya aportes en el régimen subsidiado realizados luego de cumplir los 65 años, así: 
“En efecto, conforme quedó explicado, no se podía desconocer, que los aportes proporcionales que fueron efectuados por el afiliado para los periodos de mayo de 2013 a enero de 2014, hacían parte del régimen subsidiado, pues el hecho de que se registren con la observación «Deuda por no pago del subsidio por el Estado» o «registra pagos con edad superior a 65 años», no los invalidaban automáticamente, ni impedía su conteo con el acumulado general”.
2.2. De los requisitos de la pensión de vejez
2.2.1. Fundamento jurídico
Para causar la pensión de vejez actualmente en el RPM, el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 modificado por el canon 9 de la ley 797 de 2003, exige para los hombres la edad de 62 años a partir del año 2014 y 1.300 semanas de cotización en cualquier tiempo desde el año 2015.
Luego, para su liquidación resulta necesario establecer la base salarial; así, el artículo 21 de la Ley 100/93 establece que la misma corresponde al promedio de los salarios o rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los 10 años anteriores a la última cotización realizada (Sent. Cas. Lab. de 25/09/2012, rad. 44023), o el de toda la vida si cotizó por lo menos 1.250 semanas. 
2.2.2 Fundamento fáctico
Auscultada la historia laboral actualizada 25/08/2022 (fl. 13, archivo 04, c. 1) se advierte que hasta el mes de enero de 2022 el demandante contaba con un total de 1.269,41 semanas a las que, agregadas las cotizadas desde febrero hasta la última realizada en octubre de 2022, por un total de 39 ciclos, alcanza un total de 1.308,41, más que suficientes para causar el derecho pensional, y por ello, se confirmará la decisión de primer grado. 

Así, el demandante alcanzó la edad de pensión – 62 años – el 13/01/2019 (fl. 29, archivo 04, c. 1) y las 1.300 semanas las alcanzó el 03/09/2022; por lo que, en esta última fecha causó el derecho pensional. 

2.3. Del disfrute, retroactivo pensional, la prescripción y los intereses moratorios

En cuanto a la fecha de disfrute es preciso acotar que el demandante reclamó por primera vez su derecho pensional de vejez con fundamento en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, modificada por el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 el 20/09/2022 (fls. 24, archivo 04, c, 1), porque para dicha época consideraba contaba con 1.300 semanas; no obstante, continuó cotizando hasta el 31/10/2022; por lo que, esta última fecha corresponderá a su voluntad de desafiliación y, por ende, el disfrute corresponde al 01/11/2022 en confirmación a lo aducido en primer grado. 
El demandante tiene entonces derecho al reconocimiento de una mesada pensional equivalente a 1 SMLMV pues las cotizaciones se hicieron por dicho valor y por 13 mesadas, en tanto que el derecho se causó con posterioridad al año 2011.
Ahora bien, el retroactivo pensional se liquidará desde el citado 01/11/2022, sin que hubiera prescrito mesada alguna, pues el proceso judicial se presentó el 02/03/2023 (archivo 05, c. 1), esto es, sin que transcurrieran más de los 3 años con que contaba para elevar el reclamo judicial – art. 488 del C.S.T. y 151 del C.P.L.-. 
Así, hay lugar al reconocimiento de un retroactivo pensional que liquidado hasta el mes anterior al proferimiento de esta decisión – enero 2025 – es igual a $36’403.500. 
Valor que es inferior al hallado en primer grado que contabilizó un total de $37’180.000 como retroactivo pensional, incluso por un interregno menor al contabilizado por la Sala, valor diferente que solo puede obedecer a un error aritmético y en tanto el grado jurisdiccional de consulta de ahora se surte a favor de Colpensiones, se rebajará dicho retroactivo al encontrado por la Sala y por ello, se modificará el numeral 5º de la decisión apelada.
	Año
	Salario mínimo
	# mesadas
	Total

	2022
	 $      1.000.000,00 
	3
	 $     3.000.000,00 

	2023
	 $      1.160.000,00 
	13
	 $   15.080.000,00 

	2024
	 $      1.300.000,00 
	13
	 $   16.900.000,00 

	2025
	 $      1.423.500,00 
	1
	 $     1.423.500,00 

	
	
	TOTAL
	 $   36.403.500,00


Finalmente, en cuanto a los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, se revocará la decisión de primer grado que negó los mismos pues en el evento de ahora el demandante reclamó su derecho pensional el 20/09/2022 (fl. 24, archivo 04, c. 1) y el mismo se decidió negativamente, aunque dentro de los 4 meses con que se contaba para la resolución administrativa del derecho, esto es, el 12/01/2023 (ibidem), lo cierto es que Colpensiones erró ostensiblemente al negar el mismo cuando desatendió la contabilización de las semanas realizadas a través del régimen subsidiado en pensión, pues ni siquiera debía consultar la jurisprudencia para conocer que en ese caso era indispensable agotar el trámite administrativo previo con la finalidad de expulsar al demandante del subsidio que venía disfrutando, sino que bastaba con consultar la normatividad, esto es, el artículo 27 del Decreto 3771 de 2007 para advertir que la mera llegada del plazo fatal (65 años) no excluía automáticamente al demandante del subsidio, porque bien podía este optar por continuar cotizando como lo establece dicho artículo y por ello, las cotizaciones realizadas a partir de los 65 años, debían entenderse por Colpensiones bajo el supuesto reglado en el citado artículo 27 del Decreto 3771 de 2007, esto es, como la voluntad de continuar cotizando hasta alcanzar el derecho pensional.
En consecuencia, se revocará el numeral 7º de la sentencia de primer grado, para en su lugar conceder los intereses de mora a partir del 20/01/2023 sobre el capital adeudado.
Ahora bien, en tanto que el demandante triunfó en la totalidad de las pretensiones elevadas con la demanda, también hay lugar a modificar el numeral 9º de la sentencia en el sentido de condenar a Colpensiones a las costas procesales en un 100%.
CONCLUSIÓN 
Corolario de lo hasta aquí discurrido, se modificará la decisión de primer grado y se condenará en costas de segunda a Colpensiones ante el fracaso de su recurso de apelación al tenor del numeral 1º del artículo 365 del C.G.P.
 
DECISIÓN 
  
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
 
RESUELVE
 
 PRIMERO: MODIFICAR el numeral 5º de la sentencia proferida el 18 de julio de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso promovido por Francisco Luis Durango Mejía contra la Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones, en el sentido de que el retroactivo pensional liquidado hasta el mes anterior al proferimiento de esta decisión – enero 2025 – alcanza un total de $36’403.500.
SEGUNDO: REVOCAR el numeral 7º de la sentencia apelada y consultada para en su lugar CONDENAR a Colpensiones al pago de los intereses de mora del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 a partir del 20/01/2023.
TERCERO: MODIFICAR el numeral 9º de la sentencia en el sentido de que las costas procesales de primera instancia alcanzan un total de 100%.
CUARTO: CONDENAR en costas procesales de esta instancia a Colpensiones y a favor del demandante por lo expuesto. 
 
 Notifíquese y cúmplase. 
 
Quienes integran la Sala, 
 
 
 
OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
Magistrada Ponente 
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ
Magistrado
Salva voto
 ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN 
Magistrada 
MAGISTRADO: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintisiete [27] de febrero de dos mil veinticinco [2025].

SALVAMENTO DE VOTO:

Respetuosamente me aparto de la decisión asumida por las integrantes de la Sala, por lo siguiente.

Aprendí en mi formación jurídica que la base del funcionamiento jurídico se sostiene en el respeto del ordenamiento vigente. Así el artículo 230 de la Constitución refiere:

ARTICULO 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley.
La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad judicial.

En consonancia prevé el artículo 230 que en las decisiones independientes de los jueces debe prevalecer el derecho sustantivo.

ARTICULO 228. La Administración de Justicia es función pública. Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será desconcentrado y autónomo.

Pues bien, en el presente caso, en relación con el régimen subsidiado en pensiones, para el asunto específico, hay normas sustanciales expresas y claras, esto es, sin ambigüedad para su entendimiento. En efecto, el artículo 29 de la ley 100 de 1993 prevé:
ARTÍCULO 29. EXIGIBILIDAD DEL SUBSIDIO. Cuando el afiliado que haya recibido subsidios del Fondo de Solidaridad Pensional exceda de los sesenta y cinco (65) años de edad y no cumpla con los requisitos mínimos para acceder a una pensión de vejez, la entidad administradora respectiva devolverá el monto de los aportes subsidiados con los correspondientes rendimientos financieros a dicho Fondo.
Las entidades administradoras deberán llevar cuentas separadas de los aportes recibidos del Fondo y establecerán los mecanismos de seguimiento de los beneficiarios.

Y, por su parte el decreto 3771 de 2007 desarrolla y reglamenta el régimen subsidiado en lo que interesa a este asunto así:

Artículo 22. Monto de los Aportes. Para los trabajadores dependientes beneficiarios del subsidio, la parte de la cotización no subsidiada se dividirá entre el empleador y el trabajador, así:
a) El 75% a cargo del empleador, y

b) El 25% a cargo del trabajador

Para los trabajadores independientes, la parte de la cotización no subsidiada estará totalmente a su cargo.

Artículo 24. Pérdida del derecho al subsidio. El afiliado perderá la condición de beneficiario del subsidio al aporte en pensión en los siguientes eventos:

a) Cuando adquiera capacidad de pago para cancelar la totalidad del aporte a la pensión;

b) Cuando cese la obligación de cotizar en los términos del artículo 17 de la Ley 100 de 1993 o cuando cumplan 65 años de edad, de conformidad con lo señalado en el artículo 29 de la Ley 100 de 1993;

Artículo 27. Devolución del subsidio. La entidad administradora del Fondo de Solidaridad Pensional deberá controlar y hacer exigible la devolución de los subsidios, a las entidades administradoras de pensiones, cuando se presente alguno de los siguientes eventos:
1. Cuando el afiliado que haya recibido subsidios del Fondo de Solidaridad Pensional, exceda de los sesenta y cinco (65) años de edad y no cumpla con los requisitos mínimos para acceder a una pensión de vejez, excepto en los casos en que continúe cotizando hasta obtener la misma.

2. Cuando se reconozcan indemnizaciones sustitutivas de la pensión de vejez o la devolución de aportes.

3. Cuando el afiliado pierda su condición de beneficiario por la causal de pérdida del derecho al subsidio definida en el literal e) del artículo 24 del presente decreto.

La entidad administradora de pensiones tendrá dos (2) meses, contados a partir de la fecha en que se presente alguno de los eventos señalados, para efectuar la devolución de los aportes subsidiados con los rendimientos financieros correspondientes al período de mora o de permanencia como beneficiario del subsidio del Fondo, los cuales deben ser entregados al Administrador Fiduciario de los recursos del Fondo de Solidaridad Pensional, con destino a la subcuenta de solidaridad, si a ello hubiere lugar.

Artículo  28. Temporalidad del Subsidio. Modificado por el art. 2, Decreto Nacional 4944 de 2009. La temporalidad del subsidio a la que se refiere el artículo 28 de la Ley 100 de 1993, para todos los grupos poblacionales corresponderá a un período equivalente a 750 semanas de cotización, de conformidad con lo señalado por el Consejo Nacional de Política Social, Conpes.

Pero, a pesar de la claridad de la norma, y siendo que está probado en el expediente que el demandante, a pesar de haber excedido los 65 años, siguió aportando solo la cantidad que cotizaba como subsidiado, en la sentencia de la que me aparto, se validaron como cotizadas dichas semanas, con las cuales el actor alcanzaba la prestación de vejez reclamada; conclusión para la cual se refirió:

La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia en decisión SL1556-2022 explicó que de ninguna manera puede descartarse automáticamente los tiempos que aparecen en la historia laboral bajo la observación “valor del subsidio devuelto al Estado por Decreto 3771” y “no afiliado al régimen subsidiado”, sino que resulta imperativo tener la certeza de la razón por la cual se devolvió el subsidio del estado y por qué el afiliado perdió dicha condición; por lo tanto, debe enterarse al afiliado de dicha determinación para que este “(…) ejerza su derecho de contradicción y defensa, que en esta ocasión fue menoscabado por la enjuiciada, en la medida en que no adelantó alguna diligencia para notificar al demandante de la supuesta Proceso Ordinario Laboral Radicado: 66001-31-05-003-2023-00078-01 Francisco Luis Durango Mejía vs. Colpensiones irregularidad en el pago de sus aportes; es decir, le aplicó una sanción sin enterarlo sobre las razones que la inspiraron”

A mi juicio, tal como lo advertí en la discusión, esa cita jurisprudencial no viene al caso por cuanto ella se refiere a un evento diferente, esto es, el que sucede cuando, al pedir el reconocimiento de la prestación, por entender que ya se cumplieron los requisitos, Colpensiones informa que simplemente devolvió los aportes subsidiados al Fondo de Solidaridad y por lo tanto las semanas subsidiadas no serán tenidas en cuenta. Pero, este no es el caso del señor Francisco Luis Durango, respecto a él Colpensiones no devolvió los subsidios al Fondo de Solidaridad, simplemente le exigió que completara como independiente (en los términos de la excepción prevista en el numeral 1 del artículo 27 del decreto 2771 de 2007) el número de semanas exigidas en la ley. 

Entonces, no se trataba, como lo definió la mayoría de la sala, de exigir a Colpensiones el trámite administrativo que está previsto para poder proceder a la devolución al Fondo de Solidaridad de los aportes subsidiados, sino de verificar si el demandante cumplió con seguir cotizando la totalidad del aporte para pensiones que le permitiera completar las semanas necesarias para llegar al derecho. Lo cual, simplemente está probado que no hizo y así lo refiere la propia sentencia.

Los puntos a mi juicio son claros y se resumen en las siguientes afirmaciones:

1- Todos estamos sometidos al imperio de la ley.

2- Los jueces debemos decidir con fundamento en el ordenamiento jurídico.

3- Nadie, salvo excepciones, dentro de las cuales no se encuentra el actor, puede escudarse en el desconocimiento de la ley para no cumplirla.

4- Hay ley exacta que dice que el subsidio solo se otorga hasta los 65 años de edad.

5- El Fondo de Solidaridad dejó de pagar el subsidio cuando el actor cumplió sus 65 años. 

6- El demandante siguió aportando al sistema, pero lo hizo en la proporción que lo hacía como si siguiera subsidiado. 

7- Las semanas así cotizadas, posteriores al cumplimiento de los 65 años, son deficitarias y por lo tanto no pueden ser tenidas en cuenta porque Colpensiones solo puede validar semanas por aportes efectivamente recibidos en su integridad.
8- De acuerdo con la ley 100 de 1993 y el decreto 2771 de 2007 el Fondo de Solidaridad no puede pagar subsidios a las personas mayores de 65 años.

9- En consecuencia, jurídicamente no se han cotizado las semanas que legalmente están previstas para acceder a la pensión de vejez. 

CONCLUSIÓN

Al disponer validar las semanas deficitariamente cotizadas con posterioridad a los 65 años la sentencia ordena uno de dos comportamientos contra legem:

1- Que el fondo de Solidaridad subsidie a una persona con posterioridad a los 65 años.

2- Que Colpensiones pensione por vejez a una persona con menos semanas de las previstas en la ley.

Desde la anterior perspectiva, no puedo acompañar la decisión y es por ello que salvo mi voto como acá queda hecho.

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Magistrado
                                            
                                                              
 
